El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL / TRABAJO DE PARTICIÓN / DEBE SUJETARSE ESRICTAMENTE A LOS TÉRMINOS DE LA DILIGENCIA DE INVENTARIO Y AVALÚOS.
El artículo 1832 del Código Civil dice que la división de bienes sociales se sujetará a las reglas dadas para la partición de los bienes hereditarios y de acuerdo con los artículos 1392 y 1821 de la misma obra, los inventarios y avalúos constituyen la base real y objetiva de la partición.

En relación con tal aspecto, dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia que no por antigua ha perdido vigencia: 

“La partición hereditaria judicial, como negocio jurídico complejo sustancial y procesalmente debe descansar (artículos 1392, 1394 y 1399 C.C. y 610 y 611 del C. de P.C.) sobre tres bases: la real, integrada por el inventario y avalúo principal y los adicionales, con sus modificaciones reconocidas judicialmente (exclusiones de bienes, remates, etc); la personal, compuesta por los interesados reconocidos judicialmente, con la modificación pertinente hecha por el juez (vgr. exclusiones de sujetos y alteraciones judiciales personales); y la causal traducida en la fuente sucesoral reconocida por el juez (vgr. sucesión testamentaria, intestada etc.).

De allí que sea extraño a la partición, y, por consiguiente, a las objeciones, apelaciones y casación, cualquier hecho o circunstancia que se encuentre fuera de dichas bases, sea porque son ajenos a la realidad procesal o porque estándolo no se hayan incluido en ella, ora porque no fueron alegados o porque siéndolos, fueron despachados desfavorablemente…”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, noviembre seis (6) de dos mil diecinueve (2019)

Expediente 66001-31-10-003-2016-00488-03
Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la señora Luz Amalia Castaño Bedoya, frente al auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 22 de julio de este año, en el proceso de liquidación de sociedad conyugal que promovió la impugnante contra el señor Álvaro Henao Monsalve, por medio del cual se resolvieron las objeciones formuladas por las partes al trabajo de partición.
ANTECEDENTES

1. La partidora designada en este proceso elaboró su trabajo, y puesto a consideración de las partes fue objetado por ambas. La demandante, porque no tuvo en cuenta los cánones de arrendamiento que han producido los inmuebles inventariados con posterioridad a esa diligencia. En subsidio, pidió una partición adicional. El demandado, por cuanto no elaboró las hijuelas correspondientes para cancelar los pasivos y los frutos reconocidos. Agregó que está de acuerdo que se le adjudiquen en su totalidad ambos rubros.     
2. Mediante el auto impugnado, la funcionaria de primera sede declaró probada la objeción propuesta por el demandado e infundada la de la parte demandante.
Para decidir así, en relación con la primera, manifestó que como la partidora en su trabajo no elaboró las hijuelas para cancelar los pasivos y el valor reconocido “como frutos a su representado...”, tal como lo ordena el inciso 4º del artículo 508 del Código General del Proceso, debía rehacerse el trabajo de partición.  

En cuanto a la segunda, aseguró que los inventarios y avalúos debidamente aprobados constituyen la base de la partición y a ellos debe sujetarse la partidora al momento de elaborar su trabajo de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1392 del Código Civil; por ende, no podía la auxiliar de la justicia elaborar hijuelas correspondientes a bienes que no fueron inventariados, en este caso, los frutos civiles que se generaron con posterioridad a la aprobación de esa diligencia.

3. Inconforme con esa decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación y para sustentarlo expresó (i) que no resulta procedente modificar el pasivo inventariado como lo pretende el demandado, pues “…está repartido en partes iguales conforme lo prevé la norma en estos casos….”; y (ii) no existe una actualización de los frutos civiles, y ha sido el demandado quien “…ha recibido más dinero después de quedar en firme la diligencia de inventarios y avalúos, pues él es el arrendador….”. Agregó que el citado señor no ha rendido cuentas de esos frutos, ni ha cancelado “…los respectivos impuestos prediales...”
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. Corresponde a la Sala decidir si, como alega la recurrente, en el trabajo de partición deben incluirse los frutos civiles de los inmuebles inventariados, generados con posterioridad a la fecha en la que se aprobó esa diligencia y si se modificó el pasivo inventariado.
2. Está inconforme la demandante con la providencia recurrida porque, aduce, el pasivo no puede modificarse como lo sugiere el demandado, pues fue distribuido por la auxiliar de la justicia que elaboró el trabajo en partes iguales de conformidad con lo que ordena la ley. 

Para despachar tal alegación basta decir que en el auto impugnado no se decidió modificar en forma alguna el pasivo denunciado, a pesar de que el demandado en el escrito de objeciones solicitó que se le adjudicara en su totalidad. Lo que ordenó la jueza de primera sede, fue rehacer el trabajo de partición para que la auxiliar de la justicia relacionara las hijuelas correspondientes para pagarlo, así como los frutos inventariados, que distribuyó la última en porcentajes iguales.  

3. Tampoco estuvo de acuerdo la apelante con la decisión de la jueza de primera instancia que negó rehacer el trabajo de partición para que se incluyeran los arrendamientos producidos por los inmuebles inventariados con posterioridad a la fecha en que fue aprobada dicha diligencia. 
El artículo 1832 del Código Civil dice que la división de bienes sociales se sujetará a las reglas dadas para la partición de los bienes hereditarios y de acuerdo con los artículos 1392 y 1821 de la misma obra, los inventarios y avalúos constituyen la base real y objetiva de la partición.

En relación con tal aspecto, dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia que no por antigua ha perdido vigencia: 

“La partición hereditaria judicial, como negocio jurídico complejo sustancial y procesalmente debe descansar (artículos 1392, 1394 y 1399 C.C. y 610 y 611 del C. de P.C.) sobre tres bases: la real, integrada por el inventario y avalúo principal y los adicionales, con sus modificaciones reconocidas judicialmente (exclusiones de bienes, remates, etc); la personal, compuesta por los interesados reconocidos judicialmente, con la modificación pertinente hecha por el juez (vgr. exclusiones de sujetos y alteraciones judiciales personales); y la causal traducida en la fuente sucesoral reconocida por el juez (vgr. sucesión testamentaria, intestada etc.).
De allí que sea extraño a la partición, y, por consiguiente, a las objeciones, apelaciones y casación, cualquier hecho o circunstancia que se encuentre fuera de dichas bases, sea porque son ajenos a la realidad procesal o porque estándolo no se hayan incluido en ella, ora porque no fueron alegados o porque siéndolos, fueron despachados desfavorablemente. Esto último acontece cuando se dejan precluir las oportunidades para controvertir u objetar el inventario y avalúo, sin hacerlo, o cuando habiéndose hecho las objeciones han sido rechazadas o acogidas. En uno y otro caso, el inventario debidamente aprobado es la base real que debe tenerse presente en la elaboración de la partición, en cuya sujeción puede incurrirse en acierto o desacierto y puede dar origen a las objeciones y recursos del caso. Pero en cambio, son ajenas a la partición, las objeciones y los recursos, las cuestiones que debieran ser debatidas en la etapa del inventario y avalúo, o que siéndolas fueron decididas en esta oportunidad, sin el reparo exigido por la ley.”

Es decir, los inventarios y avalúos debidamente aprobados constituyen la base de la partición; a ellos no puede sustraerse el partidor al realizar el trabajo que se le encomienda, sin que por ende pueda variar los bienes que conforman el activo o el pasivo social, salvo que en el curso del proceso se hayan alterado y aprobado las modificaciones por el juez.

Los frutos civiles que reclama la demandante, por obvias razones no fueron inventariados, pues se causaron en época posterior a la fecha en la que aprobó la diligencia de inventarios y avalúos, por lo que resulta imposible reclamarlos por esta vía, pues de acuerdo con la jurisprudencia traída a colación, la partidora sujetó su trabajo a los inventarios y avalúos en firme y como no se indicó que hubiese desconocido alguna de las reglas que le manda seguir el artículo 1394 del Código civil, la objeción propuesta no estaba llamada a prosperar.
4. En consecuencia, se confirmará el auto recurrido y se condenará a la impugnante a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor del demandado, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia tal como lo manda el artículo 366 del Código General del Proceso, fin para el cual las agencias en derecho se fijarán en la suma de $800.000.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1º CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 22 de julio de este año, en el proceso de liquidación de sociedad conyugal que promovió la señora Luz Amalia Castaño Bedoya contra el señor Álvaro Henao Monsalve. 

2º Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente y a favor de demandado, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia, tal como lo manda el artículo 366 del Código General del Proceso, fin para el cual las agencias en derecho se fijan en la suma de $800.000. 

3º Devuélvase el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese, 
La Magistrada,
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sentencia del 10 de mayo de 1989
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